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León, Guanajuato, a 12 doce de junio del año 2009 dos mil nueve. . . .  

V i s t o s para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 120/2009-JN, promovido por la ciudadana Dominga Juárez Cardona; y,  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que le fue notificado a la parte actora el acto impugnado; esto es, el 5 cinco de marzo del año 2009 dos mil nueve; según consta en la copia al carbón de la notificación. (Visible en autos, en copa certificada, a foja 9 nueve.) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el acuerdo mediante el que se desecha de plano la queja o denuncia, se encuentra acreditada en autos con el original del oficio número CM/10,332/09, de fecha 9 nueve de febrero del año 2009 dos mil nueve, que le fue admitido a la parte actora como prueba de su parte (palpable en autos en copia certificada a foja 7 siete); probanza que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones, a más de que es reconocido por la autoridad demandada al producir su contestación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .
De lo expuesto por la actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causas administrativa, se desprende que con fecha 27 veintisiete de enero de 2009 dos mil nueve; formuló ante el Contralor Municipal, denuncia o queja, por escrito, en relación a la actuación de algunos servidores públicos que, respecto a la relación laboral con la ahora actora, pudiera ser constitutiva de infracciones a la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . 

Queja a la que recayó el acuerdo contenido en el oficio impugnado, mediante el cual se desecha de plano la promoción, por carecer la Contraloría Municipal de facultades para conocer de hechos y omisiones propios de la relación de trabajo entre el Municipio y sus trabajadores, acuerdo que la actora considera ilegal al ser incongruente, por no haber correlación entre los fundamentos anotados con los hechos argumentados, constituyendo esto el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por ser una cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII, del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con lo dispuesto en los artículos 162 y 164 del mismo código, ya que estima que este Juzgado carece de competencia para conocer de las pretensiones invocadas por la actora; ello en razón de que refiere que el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato es inaplicable, porque los hechos que motivan el acto impugnado se basan en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato y sus Municipios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Causal que no se actualiza, en razón de que, de conformidad con los ordenamientos jurídicos mencionados en el primer considerando de esta sentencia, especialmente la Ley Orgánica Municipal del Estado de Guanajuato y el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; este Juzgado sí es competente para conocer y resolver sobre la legalidad de un oficio emitido por el Contralor Municipal, ya que se trata de un acto administrativo emanado de una autoridad que forma parte de la Administración pública municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Además, la razón aducida por la autoridad demandada para considerar como improcedente el presente proceso, es incorrecta; pues si bien es cierto que, la respuesta que el Contralor Municipal dio a la actora para desechar su escrito de queja o denuncia, se basa en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato y sus Municipios, también lo es que, en cuanto a los elementos y requisitos de validez que deben contener los actos administrativos, sí resulta aplicable al caso concreto el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que es el ordenamiento aplicable en los ámbitos estatal y municipal, que contiene disposiciones relativas a los actos administrativos, sus elementos y requisitos de validez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, la autoridad manifiesta que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del ya citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que refiere que no se le afectan los intereses jurídicos a la actora, toda vez que se celebró un convenio de fecha 4 cuatro de marzo del 2009 dos mil nueve, ante el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Guanajuato, dentro del expediente número 025/2009/TCA/CA/IND, por el cual la parte actora, se dio por satisfecha de todas las prestaciones derivadas de la relación laboral que la unía con el Municipio de León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia relativa, pues el acto impugnado en la presente causa administrativa se hizo consistir en el oficio número CM/10332/09, de fecha 9 nueve de febrero del año 2009 dos mil nueve, dictado dentro del expediente CM/DCS/052/09-D3, por el que el Contralor Municipal desechó de plano la queja o denuncia presentada por la ahora actora Dominga Juárez Cardona, el 27 veintisiete de enero de este año; esto es, se infiere que la pretensión estriba en que se instruya procedimiento de responsabilidad administrativa a las autoridades de las que se queja en su escrito; lo que difiere notablemente de lo señalado por la autoridad demandada; puesto que el hecho de que se haya llegado a un convenio ante el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, en cuanto a sus prestaciones laborales, no demerita el interés jurídico de la actora para que se le dé una respuesta congruente, relativa a la queja o denuncia presentada conforme a su escrito señalado. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al señalar que el acto impugnado no constituye un acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que no se actualiza, en primer lugar, porque la fracción VI del artículo 261 del Código administrativo señalado, se refiere a la improcedencia que deriva de que el acto impugnado sea inexistente; siendo que en la presente causa administrativa sí se demuestra la existencia del acto combatido, de acuerdo a lo señalado en el tercer considerando de esta sentencia; en segundo término, porque el acuerdo contenido en el oficio impugnado sí cuenta con las características que identifican a un acto administrativo, ya que se trata de una declaración unilateral de voluntad del Contralor Municipal, dictada en el ejercicio de sus atribuciones públicas, que tiene por objeto declarar una situación jurídica individual y concreta, que estriba precisamente en desechar la denuncia planteada por la actora; por lo que no es acertado afirmar que dicho acuerdo sólo se trata de “una constancia de un acto procedimental, que tiene por objeto ponerle en conocimiento la secuela de un trámite”, sino que es en realidad una resolución, que determina desechar la denuncia presentada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
SEXTO.- No habiéndose actualizado las causales de improcedencia planteadas por la autoridad demandada y no advertirse la actualización de ninguna otra, que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede al análisis de los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es preciso destacar que en el oficio de fecha 9 nueve de febrero del presente año, señala la autoridad demandada en el segundo párrafo: “Con fundamento en los artículos... le notifico que esta Contraloría Municipal ha acordado desechar de plano la promoción de referencia, toda vez que carece de facultades para conocer de hechos y omisiones propios de la relación de trabajo entre el Municipio y sus trabajadores.” . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el primer concepto de impugnación, señala la parte actora que la autoridad demandada omitió cumplir con lo dispuesto en el artículo 138, fracción del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al no haberle dado a conocer los recursos o medios de defensa que contra tal acto podía interponer, la autoridad ante la que debía interponerse así como el plazo para ello. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resulta fundado pero inatendible el señalado concepto de impugnación; ello en razón de que, si bien es cierto que en el oficio impugnado no se señaló el medio de defensa que puede el denunciante interponer en contra de tal determinación, así como su término y la autoridad ante la que deba presentarse; también lo es que, como se desprende de la presente causa administrativa, la parte actora promovió en tiempo y forma el medio de impugnación procedente, como es el proceso administrativo ante los Juzgados Administrativos Municipales; por lo que ningún perjuicio le puede ya acarrear dicho incumplimiento por parte del Contralor  Municipal demandado, ya que como se dijo antes, la actora promueve el presente proceso administrativo en tiempo y forma legal, además ante el órgano jurisdiccional competente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


A mayor abundamiento, resulta anulable un acto administrativo que incumpla con los requisitos previstos en el artículo 138 Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, si resultare, que de la omisión de la autoridad emisora del mismo, el gobernado o particular perdiera su oportunidad legal de impugnar tal determinación; lo que no ocurrió en la presente causa administrativa, en la que sí se interpuso en tiempo y forma el presente proceso administrativo; por lo que resulta, como se ha dicho, fundado pero inatendible dicho concepto de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el segundo concepto de impugnación, en lo sustancial manifiesta: “... la normatividad invocada por la autoridad responsable no guarda ninguna relación o congruencia jurídica con los motivos invocados por la demandada. Pues, ninguno de dichos preceptos legales le sirve de fundamento a la determinación emitida por la demandada en el sentido de desechar de plano la queja administrativa presentada por la ahora suscrita... Así las cosas, ante la falta de congruencia entre los motivos aducidos y los fundamentos invocados por la autoridad demandada, se violentan en mi perjuicio personal y directo, la garantía de debida fundamentación y motivación...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por su parte, la autoridad demandada, al rendir su contestación de la demanda, planteó que:“Resulta INATENDIBLE el agravio que se contesta, toda vez que la constancia en la que la parte actora hace consistir el acto o resolución impugnada es totalmente congruente tanto en los argumentos, como en el objeto de la misma, así como con la normatividad en la que se sustenta su emisión.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizado que es dicho concepto de impugnación, este Juzgador estima  que el mismo es fundado; ya que el acuerdo contenido en el oficio impugnado, se encuentra indebidamente motivado, al no ser congruentes los fundamentos planteados por la autoridad demandada en el acto impugnado, con las causas o razones que tuvo para desechar la queja o denuncia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En efecto, la autoridad demandada omite motivar debidamente su determinación de desechar de plano la promoción presentada, pues si bien es cierto que señala que no tiene facultades para conocer de hechos y omisiones propios de la relación de trabajo que unía a la ciudadana actora, con el Municipio de León; también lo es que, no señala si la desecha porque consideraba la queja o denuncia por notoriamente improcedente o bien, notoriamente maliciosa, o ambas cosas, toda vez que no hace referencia alguna a que de los hechos narrados por la actora, en la queja o denuncia, no deriva alguna conducta o conductas que sean causa de responsabilidad administrativa, con la independencia de que se hayan dado durante la relación laboral porque, según lo aprecia este Juzgador, la intención de la actora al promover una queja o denuncia ante la Contraloría Municipal, no la hizo para controvertir hechos u omisiones propias de la relación de trabajo, sino la responsabilidad administrativa que, por su conducta, pudiera corresponderles a los servidores públicos que denuncia en su escrito, a la luz de lo dispuesto en los artículos 11 y 12 de la señalada Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios; que establece las obligaciones y prohibiciones de los servidores públicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Luego entonces, se concluye que el oficio materia de la litis, se emitió con infracción a los requisitos formales, como lo es la debida motivación en el propio texto del acto; ya que consiste la fundamentación del acto de autoridad, en “la cita del precepto legal aplicable al caso, incluyendo los incisos, fracciones o apartados respectivos”; en tanto que por motivación debe entenderse: “las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento”; -lo anterior tomando como base la tesis de Jurisprudencia número de Registro: 203,143, emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: III, de marzo de 1996;  denominada: “Fundamentación y Motivación.”-. . . . . . . 


Por último, en el tercer concepto de impugnación, la actora señala que le agravia que en el oficio impugnado se determine que la queja formulada sea improcedente por que los hechos materia de la misma son propios de la relación de trabajo entre el Municipio y sus trabajadores, porque el propio artículo 43, fracción II de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al servicio del Estado y de los Municipios, establece la obligación de los trabajadores, de desempeñar sus labores, con la eficiencia, cuidado y aptitudes compatibles con su condición edad y salud, entre otros aspectos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Es infundado tal concepto de impugnación, en razón de que las disposiciones de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al servicio del Estado y de los Municipios, vigente en el Estado de Guanajuato, no son aplicables por la Contraloría Municipal, la que se rige de acuerdo a lo preceptuado por la multicitada Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, como ya se señaló en los párrafos anteriores; al resultar indebidamente motivada la resolución que se impugna, la misma resulta ilegal, al encuadrar en el supuesto de nulidad establecido en la fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que con fundamento en el artículo 300 fracción III de ese mismo ordenamiento, se decreta la nulidad del acuerdo contenido en el oficio número CM/10332/09, de fecha 9 nueve de febrero del año 2009 dos mil nueve, emitido dentro del expediente CM/DCS/052/09-D3, por el que se desechó de plano la promoción presentada por la actora el 27 veintisiete de enero de este mismo año; para el determinado efecto de que, el Contralor Municipal, lo deje insubsistente y, con plenitud de competencia, dicte otro, en el que además de fundarlo, motive debidamente si se admite o no la queja o denuncia presentada, precisando adecuadamente si de los hechos narrados por la ciudadana Dominga Juárez Cardona, se deriva o no alguna causa de responsabilidad administrativa por parte de los funcionarios que en su escrito menciona. . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también lo relativo al pleno restablecimiento de sus garantías y derechos constitucionales conculcados; acción prevista en el artículo 255 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Al respecto, a juicio de este Juzgador, es improcedente lo solicitado, porque en el presente proceso administrativo procede el dictado de una resolución de nulidad para determinado efecto -como se precisa en el considerando inmediato anterior-, por no estar debidamente motivada la resolución impugnada; por lo que resulta pertinente ordenar a la autoridad demandada que emita una nueva resolución en la que elimine los vicios encontrados fundando y motivando debidamente; por lo que en todo caso, el reconocimiento de un derecho se encuentra condicionado a la emisión de un nuevo acto por parte de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior resulta congruente con el criterio emitido por la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación intitulada “Criterios 2000-2008”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 172 señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES DE RECONOCIMIENTO DE UN DERECHO Y PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS. Decretada la nulidad del acto reclamado por violaciones de forma y condenando a la autoridad a emitir un nuevo acto purgando esos vicios, es incuestionable que las acciones de reconocimiento de un derecho y el pago de daños y perjuicios se encuentran condicionados a la emisión del nuevo acto, puesto que la demandada debe en primera instancia respetar la garantía de audiencia del actor y posteriormente fundar y motivar debidamente su nuevo acto; en consecuencia, no ha lugar a adoptar ninguna medida adecuada para el pleno restablecimiento  de las acciones que nos ocupan. (Exp. 6.04/04. Sentencia de fecha 8 de octubre de 2004. Actor: Claudia María del Refugio Benítez Rodríguez). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción III, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la Nulidad del Acuerdo impugnado para el determinado efecto de que, el Contralor Municipal, lo deje insubsistente y, con plenitud de competencia, dicte otro en el que además de fundarlo, motive debidamente si se admite o no la queja o denuncia presentada, precisando  adecuadamente si de los hechos narrados por la ciudadana Dominga Juárez Cardona, deriva o no una causa de responsabilidad administrativa por parte de los funcionarios públicos municipales que en su escrito menciona; atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia; debiendo la autoridad demandada, informar a este Juzgado sobre el cumplimiento que dé al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas, en un termino no mayor de 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que CAUSE EJECUTORIA esta resolución. 

CUARTO.-  No ha lugar al reconocimiento del derecho del impetrante del proceso, atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de este mismo fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . 

